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Vista la solicitud recibida a través del portal de la Transparencia, registrada con 
el número 001-065063, y en atención a los siguientes 
 

 
ANTECEDENTES 

 
Primero.- En fecha 25 de enero de 2022 se presentó en el portal de la 
Transparencia solicitud de información formulada por  

. 
 
Segundo.- En dicha solicitud se indica lo siguiente: 
 

“Como ciudadano y Presidente de la Plataforma Víctimas Alvia 04155 solicito 
la carta que la ministra de Fomento Ana Pastor, con fecha 26/05/2016, envió a 
la Comisaria de Transporte en relación el informe realizado por la Agencia 
Ferroviaria Europea (ERA) sobre la investigación que hizo la Comisión de 
Investigación de Accidentes Ferroviarios (CIAF) sobre el accidente de tren de 
Santiago del 24 de julio de 2013 que dejó 80 muertos y más de 140 heridos.” 
 

Tercero.- Con fecha 27 de enero, esta solicitud se recibió en la Secretaria de 
Estado de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana, fecha a partir de la cual empieza 
a contar el plazo de un mes previsto en el artículo 20.1 de la Ley 19/2013, de 9 de 
diciembre, para su resolución. 
 
Cuarto.- Por su parte, en fecha 24 de febrero se notificó al solicitante la aplicación de 
lo dispuesto en el artículo 20.1 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, en cuanto a que 
el plazo para resolver sobre su solicitud quedaba prorrogado en un mes adicional. 
 

 
FUNDAMENTOS JURIDICOS 

 
Primero. - La presente resolución se dicta en el marco de la Ley 19/2013, de 9 de 
diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno (en 
adelante LTAIBG), cuyo ámbito subjetivo de aplicación se establece en su artículo 2. 
Asimismo, los artículos 14 y 18 de la Ley señalan, respectivamente, una serie de 
causas de inadmisión y limitación de las solicitudes de Transparencia que se 
presenten en relación con la información obrante en poder de los poderes públicos. 
 
Segundo.- En primer lugar, el artículo 18. 1 b) de la LTAIBG establece que “Se 
inadmitirán a trámite, mediante resolución motivada, las solicitudes (…) referidas a 
información que tenga carácter auxiliar o de apoyo como la contenida en notas, 
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borradores, opiniones, resúmenes, comunicaciones e informes internos o entre 
órganos o entidades administrativas” 
 
Como tiene declarado la Audiencia Nacional, entre otras, en la Sentencia 22 de 
diciembre de 2021: “Esta causa de inadmisión viene referida a informes accesorios en 
la conformación de la voluntad administrativa”. Asimismo, en la Sentencia 3357/2017, 
de 25 de Julio, la Sala indica que “los informes a los que se refiere el art. 18.1.b son 
los que tienen un ámbito exclusivamente interno, pero no los que pretenden objetivar 
y valorar, aunque sea sectorialmente, aspectos relevantes que han de ser 
informados”.  
 
En este sentido, el criterio interpretativo del Consejo de Transparencia y Buen 
Gobierno 6/2015, de 12 de noviembre, establece que “una solicitud de información 
auxiliar o de apoyo, como la contenida en notas, borradores, opiniones, resúmenes, 
comunicaciones e informes internos o entre órganos o entidades administrativas, 
podrá ser declarada inadmitida a trámite cuando se den, entre otras, alguna de las 
siguientes circunstancias: […] 
4. Cuando la solicitud se refiera a comunicaciones internas que no constituyan trámites 
del procedimiento”. 
 
En este caso, no cabe duda de que a carta de la entonces Ministra de Fomento a la 
Comisaria Europea de Transportes constituye una comunicación entre la 
Administración General del Estado y un órgano de una entidad supranacional, la 
Comisión Europea, que no puede considerarse ni una resolución ni un trámite de 
ningún procedimiento: su contenido no conforma el criterio del Gobierno, ni condiciona 
la motivación de ningún acto administrativo.  
 
En efecto, la interpretación restrictiva que el Tribunal Supremo hace de la causa de 
inadmisión prevista en el artículo 18.1.b) pretende evitar que se impida el acceso del 
solicitante a datos y elementos relevantes que sirvieron para conformar una decisión 
administrativa, pero no alcanza a las comunicaciones entre órganos con contenido 
meramente auxiliar que no expresan ningún tipo de voluntad administrativa. 
 
Precisamente, por tratarse el documento solicitado de un acto de comunicación 
interna que contiene información meramente accesoria, procede inadmitir la petición 
al amparo del citado artículo 18.1.b) de la LTAIBG.   
 
Tercero.- Sin perjuicio de la anterior conclusión y de forma subsidiaria a lo expuesto 
en el apartado precedente, la petición de acceso debería ser desestimada al amparo 
del artículo 14.1.f) de la LTAIBG, que permite limitar el derecho de acceso cuando 
suponga un perjuicio para la igualdad de las partes en los procesos judiciales y la 
tutela judicial efectiva. 
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En efecto, la documentación solicitada está relacionada, como el propio interesado 
indica en su petición, con el accidente ferroviario acaecido en fecha 24 de julio de 
2013 en Santiago. Dado que consta la existencia de un procedimiento judicial en curso 
ante el Juzgado de lo Penal número 2 de Santiago, en el que al concluir la fase de 
instrucción que llevaba a cabo el Juzgado de Instrucción número 3 de dicha localidad 
se ha dictado Auto de Apertura de Juicio Oral, con fecha 22 de julio de 2021, contra 
al menos dos personas físicas, se considera que, de acuerdo con lo establecido en el 
artículo 14.1.f) de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, no cabe conceder el acceso a la 
información solicitada. 
 
La finalidad perseguida por el apartado f) del artículo 14.1 LTAIBG es la de asegurar 
el correcto desarrollo de los procedimientos judiciales y, en su caso, evitar que 
terceros ajenos al procedimiento judicial pudieran influir directa o indirectamente en 
un proceso abierto. Esta interpretación resulta no solo de la literalidad y finalidad del 
precepto sino también de su finalidad última, ya que la correcta administración de 
justicia es un elemento esencial del Estado de derecho (artículo 1 de la Constitución) 
y del derecho a la tutela judicial efectiva consagrada en el artículo 24 de la 
Constitución, en particular en su apartado 2, como uno de los Derechos 
Fundamentales de los ciudadanos. 
 
Es evidente que un contexto en el que los debates judiciales no puedan llevarse a 
cabo con la debida serenidad puede afectar directamente a este derecho fundamental, 
por lo que el bien jurídico superior, en el caso presente, lo constituye la protección de 
la acción jurisdiccional con respeto de la buena fe (artículo 11 de la Ley Orgánica 
5/1985), evitando que terceros ajenos al procedimiento judicial puedan influir directa 
o indirectamente en un proceso abierto, actualmente en curso, en el que asimismo se 
estaría en trance de determinar las correspondientes responsabilidades, no sólo 
civiles, sino también y muy en particular penales respecto de personas físicas 
concretas.  
 
En este sentido, y dado el alcance y gravedad de las sanciones que arbitra el Derecho 
Penal, debe procederse con la máxima cautela a la hora de no perjudicar la acción 
jurisdiccional, ni favorecer o facilitar la aparición de conductas contrarias a dicha buena 
fe, en tanto que el acceso por un tercero a documentación relacionada con la actividad 
judicial puede utilizarse en un sentido parcial e interesado y puede perjudicar la 
objetividad e imparcialidad de la investigación penal, situando así a las partes de dicho 
proceso penal en una situación de desequilibrio, afectando por tanto a su derecho de 
defensa imprescindible para garantizar la tutela judicial efectiva. La evitación de tales 
negativas consecuencias resultaría asimismo exigible a la luz del deber que a todo 
sujeto incumbe en cuanto al respeto de la independencia judicial (artículo 13 de la Ley 
Orgánica 5/1985), absteniéndose de inquietar la actuación de Jueces y Magistrados, 
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asimismo como una obligación derivada del deber de colaboración con los Juzgados 
y Tribunales (artículo 17 de la misma Ley Orgánica). 
 
Por consiguiente, la excepción del artículo 14.1.f) LTAIBG resulta plenamente 
aplicable para preservar la protección de un procedimiento judicial como el que se ha 
indicado, y por tanto la información solicitada no es susceptible de ser comunicada a 
través del ámbito legal de la Transparencia. 
 
Cuarto.- Finalmente, cabe indicar que la Comisión Europea ha informado de que, ante 
la reciente recepción de varias peticiones con el mismo alcance que la contenida en 
la solicitud a la que esta resolución da respuesta, ha comunicado a los peticionarios 
que no procede permitir el acceso a la documentación referida en aplicación de la 
excepción al derecho de acceso que viene establecida en el artículo 4, apartado 2, 
segundo guion, del Reglamento (CE) nº 1049/2001, del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 30 de mayo de 2001, relativo al acceso del público a los documentos del 
Parlamento Europeo, del Consejo y de la Comisión, en relación con la protección de 
los procedimientos judiciales.  
 
Asimismo, la jurisprudencia del Tribunal de Justicia ha sido muy clara cuando ha 
tenido que resolver situaciones parecidas a la que es objeto de la presente consulta, 
procediéndose a la denegación del acceso a diversos documentos de la Comisión, 
fundamentándose en que podía afectar a los procedimientos judiciales en curso y, 
todo ello, en base a la excepción contenida en el artículo 4, apartado 2, del 
Reglamento (CE) nº 1049/20011. 
 
 

Por cuanto antecede, esta Secretaria de Estado RESUELVE: 
 

Inadmitir a trámite la solicitud de acceso formulada por  
 y, subsidiariamente, denegar el acceso a la información a que se refiere dicha 

solicitud, en los términos que se han expresado en los apartados Segundo y Tercero 
precedentes. 
 

Contra la presente Resolución, que pone fin a la vía administrativa, podrá 
interponerse recurso contencioso-administrativo ante la Sala de lo Contencioso 
Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Madrid, en el plazo de dos meses 

                                                           
1 Sentencia del Tribunal de Justicia de 21 de septiembre de 2010, Suecia y otros/API y Comisión, C-514/07 P, C-

528/07 P y C-532/07 P, ECLI:EU:C:2009:2; Sentencia del Tribunal General de 7 de diciembre de 1999 

Interporc/Comisión, CLI:EU:T:1999:308 y Sentencia del Tribunal General de 6 de julio de 2007, Franchet y 

Byk/Comisión, ECLI:EU:T:2006:190. 
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o, previa y potestativamente, reclamación ante el Consejo de Transparencia y Buen 
Gobierno en el plazo de un mes; en ambos casos, el plazo se contará desde el día 
siguiente al de notificación de la presente Resolución. Ello sin perjuicio de cualquier 
otro recurso o reclamación que se estime procedente. 
 

 
EL DIRECTOR DEL GABINETE 

 
Raúl Míguez Bailo 




